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Corresponde primeramente efectuar ciertas consideraciones acerca de la manifiesta inconstitucionalidad
del contenido del mencionado DNU así como de las formalidades requeridas para su validez y vigencia.
El DNU N° 70/2023 constituye una inaceptable atribución, por parte del Poder Ejecutivo, de funciones
legislativas. Asimismo, incumple los requisitos mínimos para su dictado, ya que no existe ni NECESIDAD ni
URGENCIA debidamente acreditada en cada uno de los supuestos específicos aplicables.
La facultades para dictar un DNU son sólo admitidas en condiciones de rigurosa excepcionalidad, y no
puede ser utilizado para saltearse mecanismos constitucionalmente establecidos para el debate
parlamentario y dictado de las leyes que rigen en nuestro país.
La medida desconoce, además, numerosa y calificada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de
nuestro país que prohíbe la legislación por DNU de regímenes permanentes.
Por ello, y por los fundamentos que seguidamente se expondrán es que corresponde la inmediata
declaración de inconstitucionalidad por parte del Poder Judicial, en una primera instancia y, oportunamente,
de acuerdo a los mecanismos institucionales establecidos, su invalidación por parte del Congreso de la
Nación.

Dicho ello, corresponde referirnos a las afectaciones concretas de derechos respecto de lxs Docentes
Universitarios y Preuniversitarios, tanto en el plano individual como colectivo.
El DNU tiene gran impacto en los Derechos Laborales Individuales y Colectivos (Negociación Colectiva y
Derecho a Huelga). Estamos ante una medida que intenta barrer derechos fundamentales de los
trabajadores, conquistados luego de años y años de largas e incansables luchas. Intenta de esta manera
imponer una reforma laboral integral que ataca directamente el derecho protectorio del trabajo, violando el
principio de progresividad laboral y lesionando gravemente los derechos humanos de las personas que
trabajan y viven de su salario.

Si bien su principal objetivo se encuentra dirigido a la desarticulación de la regulación protectoria de
los trabajadores dependientes del ámbito privado, no es menor la incidencia respecto de los
derechos de lxs docentes universitarios y preuniversitarios.
Ciertas modificaciones a la Ley de Contrato de Trabajo impactan indirectamente en el régimen legal de los
docentes universitarios y preuniversitarios por remisiones específicas y aplicación analógica de sus
institutos. Principalmente, se afecta respecto del régimen de licencias y la regulación de contratos de
prestaciones de servicios. Al respecto, reduce el plazo obligatorio de LICENCIA PRE PARTO de 30 días a
10 días. Asimismo se modifican peyorativamente normas que establecen principios fundamentales del
Derecho del Trabajo, como es el principio de aplicación de la norma más favorable para el trabajador y el
Principio de Irrenunciabilidad en perjuicio del trabajador habilitando la modificación de condiciones
esenciales del contrato. Asimismo, se elimina la “presunción de la existencia del contrato de trabajo” por el
solo hecho de emitir una factura (se legaliza el fraude laboral a través de la figura del monotributo).
Introduce también modificaciones respecto del despido discriminatorio al impedir abiertamente la
reinstalación en el puesto de trabajo producto de la nulidad del despido, lo que se traduce en “ponerle un
precio a la discriminación” en el ámbito laboral.
Habilita el pago de remuneraciones en billeteras virtuales (posibilidad de la eliminación de la cuenta sueldo
a discreción de la entidad bancaria) y desregula totalmente el régimen de jornada de trabajo.

Se intenta limitar fuertemente los Derechos Laborales Individuales y Colectivos a través de
modificaciones a la Ley de Asociaciones Sindicales. Con ello, se limitan las Asambleas y Congresos de
delegados y las habilita solo para casos excepcionales que no puedan perjudicar las actividades del
establecimiento o afectar a terceros, desconociendo así la finalidad esencial del derecho a huelga y
vaciándolo de contenido.
Asimismo, introduce importantes restricciones al Derecho de Huelga de los Docentes Preuniversitarios al
considerar a la educación de niveles guardería, preescolar, primario y secundario como “servicios
esenciales”. Debe destacarse que la normativa vigente en nuestro país establecía ciertos servicios que eran
calificados como “esenciales” (a saber: servicios sanitarios y hospitalarios, producción y distribución de
agua, energía eléctrica y gas y el control del tráfico aéreo), sobre los que se limitaba relativamente el
derecho a huelga, pero ello sólo a los fines de resguardar la vida, la seguridad o la salud de la población.
La calificación como servicios esenciales se traduce en la imposición de importantes restricciones al
derecho huelga, ya que obliga a la prestación de servicios mínimos que también, en su extensión (75%),
exceden largamente los aceptados por los Organismos de Control de la Organización Internacional del
Trabajo y del Sistema Interamericano de Derecho Humanos.



Consecuencia de ello, se le otorgan amplias facultades a los empleadores para despedir con causa a
trabajadores que participan en medidas de fuerza, ya que configura como injuria laboral grave la
participación en huelgas. Se simplifica el despido sin pago de indemnización para esos supuestos.
Asimismo impone obstáculos y requisitos (algunos de imposible cumplimiento) para la percepción de las
cuotas sindicales.

Impacto en el Sistema de Salud y Obras Sociales. Desregulación total del sistema de Salud y
desfinanciamiento (directo e indirecto) de las Obras Sociales: En relación al SISTEMA DE SALUD,
pretende equiparar las empresas de medicina prepaga con las obras sociales, para permitir que la persona
que trabaja pueda optar derivar sus aportes a la empresa de medicina prepaga, atentando contra la lógica
del sistema solidario de salud. Al mismo tiempo elimina las facultades de fiscalización y autorización por
parte de la Superintendencia de Servicios de Salud, y sin control sobre los aumentos de cuotas. Se deroga
la ley 27113 que financiaba la producción pública de medicamentos y vacunas a bajo costo (genéricos)
liberando los precios de los medicamentos afectando gravemente el acceso a la salud.

Reforma el sistema jubilatorio: En materia de SISTEMA PREVISIONAL, al declarar la emergencia
previsional pretende allanar el camino para suspender la ley de movilidad jubilatoria e ir hacia un sistema
privado como el que ya fracasó en nuestro país. Debe decirse que respecto de los Docentes Universitarios
que realicen o hayan realizado actividades de investigación científicas y tecnológicas y se jubilen bajo dicho
régimen legal, resultan directamente afectados por la eliminación del índice de movilidad jubilatoria sin
establecer uno que lo reemplace, por lo que dependerá de la discrecionalidad de la administración de turno
otorgar o no aumentos de los haberes.

TRÁMITE DE LOS DECRETOS DE NECESIDAD Y URGENCIA EN EL CONGRESO DE LA NACIÓN
● Lo dicta el presidente con la firma de todos los ministros
● El DNU es una herramienta prevista en la Constitución nacional que le permite al jefe de Estado legislar
en circunstancias excepcionales, aunque su uso está prohibido en materia penal, tributaria, electoral o de
régimen de los partidos políticos.
● El Jefe de Gabinete de Ministros tiene 10 días para mandar el DNU a la Comisión Permanente de Trámite
Legislativo del Congreso.
● La Comisión Bicameral conformada por 8 senadores y 8 diputados, tiene 10 días hábiles para emitir
dictamen sobre la validez del decreto y enviarlo al plenario de ambas Cámaras para que sea tratado.
● Si la Comisión no se expide en ese plazo, las Cámaras deben abocarse de oficio al tratamiento del DNU.
● El Senado y la Cámara de Diputados solo pueden aceptar o rechazar el Decreto.
● Si ninguna de las Cámaras trata el Decreto queda vigente. Si una Cámara lo acepta y la otra lo rechaza
continúa vigente.
● Solo pierde vigencia el Decreto cuando el DNU es rechazado por ambas Cámaras.
● No existen antecedentes de derogación de un DNU por el Congreso.
● AL DÍA DE HOY ES DERECHO VIGENTE Y APLICABLE (desde el 29/12)
Debe decirse que existen si antecedentes de invalidación de DNU por parte de la CSJN, al respecto debe
citarse la causa “Consumidores Argentinos c/ EN –PEN- Dto. 558/02 –ley 20.091 s/ amparo ley 16.986”, que
declaró la inconstitucionalidad del decreto 558/02 del 27 de marzo de 2002 que modificó la ley 20.091 de
entidades de seguros. Básicamente se resolvió que “El texto de la Constitución Nacional no habilita a elegir
discrecionalmente entre la sanción de una ley o la imposición más rápida de ciertos contenidos materiales
por medio de un decreto”.


